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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA  

SALA PENAL 

 

 

ESTADO ELECTRÓNICO 031 

 

 

La Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia en cumplimiento al inciso 3° del 

parágrafo 1 del artículo 13 del acuerdo PCSJA20-11546 del 25/04/2020 y sus 

prorrogas expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, fija el presente 

estado electrónico.  
 
 

RADICADO 
INTERNO 

TIPO  DE 
PROCESO 

ACCIONANTE/SOLICITANTE 
DELITO 

ACCIONADO / ACUSADO DECISIÓN 
FECHA DE 
DECISIÓN 

2024-0161-1 
Tutela 1º 
instancia 

RUBEN DARIO CASTAÑO MOLINA  
JUZGADO 2° DE EPMS DE 

ANTIOQUIA  
Concede recurso de 

impugnación  
febrero 22 

de 2024 

2024-0105-1 
Tutela 2° 
Instancia  

JOSE IGNACIO LOPEZ LOPEZ  
AFP COLPENSIONES Y 

OTROS  
Confirma fallo de 1° 

instancia 
febrero 22 

de 2024 

2024-0126-1 
Tutela 2° 
Instancia  

LUZ MARINA PEREZ JARAMILLO  NUEVA EPS  
Confirma fallo de 1° 

instancia 
febrero 22 

de 2024 

2023-1760-1 
Incidente de 

Desacato 
WILLINTON AUGUSTO CANO RUA 

FISCALIA 125 SECCIONAL DE 
JERICO ANTIOQUIA 

Se abstiene de iniciar 
desacato 

febrero 22 
de 2024 

2024-0242-1 
Tutela 1º 
instancia 

DEIMER ANDRES JARAMILLO 
LANDAETA 

JUZGADO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE BRICEÑO 

ANTIOQUIA Y OTROS 

Niega por 
improcedente 

febrero 22 
de 2024 

2024-0264-1 
Tutela 1º 
instancia 

AMANCIO HINESTROZA CUESTA 
JUZGADO 1° DE E.P.M.S. DE 

APARTADO ANTIOQUIA Y 
OTROS 

Niega por hecho 
superado 

febrero 22 
de 2024 

2024-0285-1 
Tutela 1º 
instancia 

LUCAS MESA LOPERA 
JUZGADO 2° PENAL DEL 
CIRCUITO DE RIONEGRO 

ANTIOQUIA Y OTROS 

Niega por hecho 
superado 

febrero 22 
de 2024 

2024-0141-1 
tutela 2° 
instancia 

DANIELA VIVIANA MARIN URREA NUEVA EPS 
Confirma fallo de 1° 

instancia 
febrero 22 

de 2024 

2024-0306-3 
Tutela 1º 
instancia 

EVER DE JESUS OROZCO GRISALES  
FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACION Y OTRO  
Acepta desistimiento 

febrero 22 
de 2024 

2023-2326-3 
Incidente de 

Desacato 
REINEL OLIMPO ANAYA 

ESTABLECIMIENTO 
PENITENCARIO DE 

APARTADO 
decreta pruebas 

febrero 22 
de 2024 

2024-0093-5 
Tutela 2° 
Instancia  

SANDRA MILENA PASTOR ALZATE  COLPENSIONES Y OTRA  Confirma Tutela 1° 
febrero 22 

de 2024 

2023-0974-5 
sentencia 2º 

instancia 
HOMICIDIO EN PERSONA 

PROTEGIDA  
JHON FREDY MANCO 

TORRES  
Confirma sentencia 

de 1° Instancia 
febrero 22 

de 2024 
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2024-0191-6 auto ley 906 
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON 

MENOR DE 14 AÑOS 
CARLOS DAVID MUÑOZ 

GIRALDO Y O 
Se abstiene de 

resolver 
febrero 22 

de 2024 

 

 

 

 

FIJADO, HOY 23 DE FEBRERO DE 2024, A LAS 08:00 HORAS 

 

 

ALEXIS  TOBÓN  NARANJO  

SECRETARIO 

 

 

DESFIJADO EN LA MISMA FECHA A LAS 17:00 HORAS 

 

ALEXIS  TOBÓN  NARANJO  

SECRETARIO 
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Radicado: 05 000 22 04 000 2024 00058 (N.I. 2024-0161–1) 

Accionante: Rubén Darío Castaño Molina 

Accionado: Juzgado 2° de E.P.M.S. de Antioquia y otros 

 

 

CONSTANCIA  SECRETARIAL : Para los fines correspondientes, 

pongo en conocimiento del H. Magistrado Edilberto Antonio 

Arenas Correa expediente digital  de la acción consti tucional de 

primera instancia, dentro de la cual el accionante interpone 

oportunamente recurso de apelación frente al  fal lo de primera 

instancia1. 

 

Es de anotar que el  trámite de notif icación culminó el  pasado día 

13 de febrero, fecha en la que cual hubo de tenerse notif icados 

conforme a lo establecido en el  inciso 3 del artículo 8° de la ley 

2213 de 2022 tanto al  Centro de Servicios de los Juzgados de 

E.P.M.S. de Antioquia y Medell ín y al  accionante,  a quienes se 

les remitió vía correo electrónico la respectiva notif icación del 

fal lo de tutela, s in que acusaren recibido del mismo, s iendo 

efectivo el  envío el  día 09 de febrero de 20242.  

 

Así  las cosas, se computaron los términos para impugnar la 

decisión desde el siguiente día hábil  a la úl tima notificación, es 

decir los términos transitaron desde las ocho de la mañana (08:00 

a.m.) del día catorce (14) de febrero de 2024 hasta las cinco de 

la tarde (05.00 p.m.) del día dieciséis (16) de febrero de 2024. 

 

 

Medell ín, febrero veinte (20) de 2024. 

 

 

 

 

 

 

 

  

                                                      
1 PDF 15 a 17 
2 PDF 13  
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Medell ín, febrero veintiuno (21) de dos mil  veinticuatro  

 

 

Para que sea desatado ante la Sala de Casación Penal de la 

Honorable Corte Suprema de Justicia, se concede el recurso de 

apelación interpuesto de forma oportuna por el  accionante, 

contra la sentencia de tutela de primera instancia, proferida en 

esta Corporación con ponencia del suscrito Magistrado. 

 

 

Remítase el  expediente para tal  fin.  

 

 

 

CÚMPLASE 

 

 

 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA  

MAGISTRADO 
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Edilberto Antonio Arenas Correa

Magistrado

Sala 001 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

Medellín, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Proyecto discutido y aprobado en sesión de la fecha, Acta 029 
 

 

 

PROCESO : 05 615 31 04 001 2023 00132 (2024-0105-1)  
ASUNTO : ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE : JOSÉ IGNACIO LÓPEZ LÓPEZ 
ACCIONADO : AFP COLPENSIONES, JUNTA REGIONAL DE  
   CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA 
PROVIDENCIA : TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 ================================================================= 

 
 
 

ASUNTO 
 
 
 

La Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por la directora 

de la Dirección de Acciones Constitucionales de la Administradora 

Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES en contra de la 

sentencia del 13 de diciembre de 2023, a través de la cual el 

Juzgado Primero Penal de Circuito de Rionegro (Antioquia) 

concedió la solicitud de amparo presentado por el señor JOSÉ 

IGNACIO LÓPEZ LÓPEZ.  

 

 

LA DEMANDA 

 

Manifestó el accionante que presentó recurso de apelación contra el 

dictamen de pérdida de capacidad laboral emitido el 19 de octubre 

de 2023 por la Administradora Colombiana de Pensiones - 

Colpensiones.  
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Señaló que, ha transcurrido más de un mes sin que la accionada 

haya procedido con el pago de honorarios para la remisión de su 

expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez a efectos 

de que se resuelva el mencionado recurso. 

 

Solicitó se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones – 

Colpensiones que proceda con el pago de los honorarios 

correspondientes a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Antioquia a efectos de que la mencionada entidad resuelva el 

recurso de apelación presentado. 

 

 

LAS RESPUESTAS 

 

 

1.- La AFP Colpensiones indicó que, revisado el expediente, se 

evidenció que el accionante fue calificado el 30 de septiembre de 

2023 mediante dictamen No. DML 5380722 que le otorgó un 36.4% 

de pérdida de capacidad laboral y fecha de estructuración del 29 de 

septiembre de 2023. 

 

Refirió que, a través de oficio de fecha 4 de diciembre de 2023, le 

comunicaron al accionante que la Dirección de Medicina Laboral 

procedió a realizar los trámites internos para el pago de honorarios a 

la Junta Regional de Calificación de Invalidez, para lo cual se le 

estaría informando dentro de los siguientes días lo concerniente a 

dicho concepto. 

 

Aclaró que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del 

Decreto 1352 de 2013, la Juntas de Calificación de Invalidez son 
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entidades autónomas e independientes que gozan de personería 

jurídica, por lo que no tiene ninguna injerencia sobre los términos en 

que esas deban pronunciarse y las decisiones que adopten.  

 

Mencionó que la acción de tutela no es el medio idóneo para la 

consecución de derechos económicos, como el que pretende la 

actora en el caso objeto de estudio, pues se cuentan con otros 

medios de defensa administrativos y judiciales previstos en el 

ordenamiento para la efectivización de sus derechos.  

 

Solicitó declarar improcedente la acción de tutela por no cumplirse 

con los requisitos de procedibilidad establecidos en el artículo 6 del 

Decreto 2591 de 1991 y por no vulneración de su parte a los 

derechos fundamentales de la accionante. 

 

2.- La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia 

manifestó revisadas sus bases de datos, no se encontraron 

solicitudes de nuevo proceso de calificación a nombre de José 

Ignacio López López, ni tampoco se tiene soporte y acreditación del 

pago de honorarios por parte de alguna de las entidades de 

Seguridad Social para iniciar proceso de calificación.  

 

Agregó que una vez se radique el expediente del accionante y se 

paguen los honorarios de conformidad con lo establecido en el 

Decreto 1352 de 2013 compilado en el Decreto 1072 de 1025, se 

dará inicio al proceso de calificación para lo cual se designará el 

caso por reparto a una de sus Salas de Decisión.  

 

Solicitó desvincular del trámite constitucional, como quiera que no 

hay vulneración de su parte a los derechos fundamentales del actor. 
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EL FALLO IMPUGNADO 

 

La Juez de Primera Instancia resaltó que en razón a que: 
 
 

“…En el asunto que nos ocupa, el interesado está procurando que se 
ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones que 
proceda con el pago de los honorarios correspondientes a la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia a efectos de que la 
mencionada entidad resuelva el recurso de apelación presentado. 
Frente a lo señalado, la Administradora Colombiana de Pensiones -
Colpensiones, presentó informe mediante el cual indica que, revisado el 
expediente, se evidenció que el accionante fue calificado el treinta (30) de 
septiembre de dos mil veintitrés (2023) mediante dictamen No. DML 
5380722 que le otorgó un 36.4% de pérdida de capacidad laboral y fecha 
de estructuración del veintinueve (29) de septiembre de la presente 
anualidad. 
Refiere la entidad que, a través de oficio de fecha cuatro (4) de diciembre 
de dos mil veintitrés (2023), se comunicó al accionante que la Dirección de 
Medicina Laboral procedió a realizar los trámites internos para el pago de 
honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, para lo cual se 
le estará informando dentro de los próximos días lo concerniente a dicho 
concepto. 
Aclara que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Decreto 
1352 de 2013, la Juntas de Calificación de Invalidez son entidades 
autónomas e independientes que gozan de personería jurídica, por lo que 
no tiene ninguna injerencia sobre los términos en que estas deban 
pronunciarse y las decisiones que adopten.  
Refiere que, la acción de tutela no es el medio idóneo para la consecución 
de derechos económicos, como el que pretende la actora en el caso 
objeto de estudio, pues se cuentan con otros medios de defensa 
administrativos y judiciales previstos en el ordenamiento para la 
efectivización de sus derechos.  
Por lo expuesto, solicita se declare improcedente la acción de tutela por no  
cumplirse con los requisitos de procedibilidad establecidos en el artículo 6 
del Decreto 2591 de 1991 y por no vulneración de su parte a los derechos 
fundamentales de la accionante.  
De otro lado, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia, 
allegó contestación, en la que informa que, revisadas sus bases de datos, 
no se encontraron solicitudes de nuevo proceso de calificación a nombre 
de José Ignacio López López, ni tampoco se tiene soporte y acreditación 
del pago de honorarios por parte de alguna de las entidades de Seguridad 
Social para iniciar proceso de calificación.  
Agrega que una vez se radique el expediente del accionante y se paguen 
los honorarios de conformidad con lo establecido en el Decr4eto 1352 de 
2013 compilado en el Decreto 1072 de 1025, se dará inicio al proceso de 
calificación para lo cual se designará el caso por reparto a una de sus 
Salas de Decisión.  
Por lo que solicita se desvincule del presente trámite constitucional, como 
quiera que no hay vulneración de su parte a los derechos fundamentales 
del actor. 
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Ahora bien, de conformidad con la línea jurisprudencial citada, para el 
Despacho es clara la necesidad de amparar los derechos de la 
accionante, resaltando que, en este caso, le corresponde a la 
Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones proceder con el 
pago de los honorarios ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez 
de Antioquia, a efectos de que se dé trámite al recurso de apelación 
presentado contra el dictamen DML 5380722 que determinó la pérdida de 
capacidad laboral del señor José Ignacio López López en un 36.4%.  
Valga acotarse que, si bien es cierto, en este caso la accionada informó 
que mediante su Dirección de Medicina Laboral procedió a realizar los 
trámites internos para el pago de honorarios a la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez, también lo es que, refirió que lo relativo a dicho 
pago sería informando al accionante dentro de los próximos días. Y, hasta 
este momento procesal, no está demostrado o al menos no obra en el 
plenario que efectivamente la entidad hubiere procedido en tal sentido.  
Así las cosas, se le ordenará a la Administradora Colombiana de 
Pensiones - Colpensiones, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho 
(48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, 
si aún no lo hubiere hecho, proceda con pago de honorarios a favor de la 
Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia para que esta 
resuelva el recurso presentado contra la calificación de pérdida de la 
capacidad laboral del señor José Ignacio López López…”.  

 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

 

La directora de Acciones Constitucionales de la Administradora 

Colombiana de Pensiones-Colpensiones presentó impugnación 

argumentando que la solicitud de pago de honorarios a las juntas 

regionales y la solicitud de remisión de expediente a la misma 

desnaturaliza la acción de tutela, ya que ese mecanismo de 

protección es de carácter subsidiario y residual frente a los derechos 

invocados cuando no han sido sometidos a los procedimientos 

pertinentes e idóneos para su solución; desconociendo así la norma 

constitucional, ya que este no es el mecanismo para realizar ese 

reconocimiento.  

 

Refirió que un asunto es que se ordene la resolución de peticiones 

que eventualmente hayan superado los plazos previsto para tal fin, y 
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otro asunto muy distinto es que se tutele el derecho a lo solicitado 

por el actor.  

 

Afirmó que, revisado el expediente, el accionante fue calificado por 

Colpensiones, el 30 de septiembre de 2023 mediante el dictamen 

No DML: 5380722, que le otorgó un 36.84% de pérdida de 

capacidad laboral y fecha de estructuración del 29 de septiembre de 

2023, enfermedad origen común, frente al cual, una vez notificado el 

mismo, interpuso inconformidad en los términos establecidos en la 

ley. 

 

Preciso que esa administradora en instancia administrativa se 

encuentra surtiendo el trámite de pago de honorarios a las juntas 

como se puede evidenciar en comunicación que se allegó al 

expediente tutelar fechada el 04/12/2023 bz 02023_19413958; en la 

cual informó que esa administradora de pensiones a través de la 

Dirección de Medicina Laboral, procedió a realizar los trámites 

internos para el pago de los honorarios a la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez, e informan que una vez validado el caso, 

se evidencia que el mismo procede para pago.  

 

Informó que esa administradora de pensiones dándole cabal y 

estricto cumplimiento a las órdenes proferidas por el Juez y 

respuesta al auto del 30 de noviembre de 2023, que, a través de la 

Dirección de Medicina Laboral, procedió a realizar los trámites 

internos para el pago de los honorarios a la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez, para lo cual, se tramitará por el flujo normal 

y se le estará informando de dicho pago en los próximos días.  

 

Indicó que de acuerdo con lo establecido por el artículo 4 del 
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Decreto 1352 de 2013, las Juntas de Calificación de Invalidez, son 

entidades autónomas e independientes, que gozan de personería 

jurídica, razón por la cual, esta Administradora de Pensiones, no 

tiene ninguna injerencia sobre los términos en los cuales estas 

Juntas deban pronunciarse y la decisión que se tome, la cual deberá  

ser notificada directamente al afiliado, para que si es del caso haga 

uso de los recursos pertinentes. 

 

Señaló que actualmente se está surtiendo el trámite por instancia 

administrativa por lo que acudir a la vía tutelar estaría suplantando la 

primera sin entrarse a soportar la real existencia de un hecho 

vulnerador o perjuicio irremediable por parte de esa administradora 

frente a los derechos fundamentales del accionante. 

 

Resaltó que de acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 

la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual por lo que 

será improcedente cuando existan otros recursos o medios de 

defensa judicial, razón por la cual, en concordancia con el numeral 

4º del artículo 2º del Código Procesal del Trabajo, toda controversia 

que se presente en el marco del Sistema de Seguridad Social entre 

afiliados, beneficiarios o usuarios, empleadores y entidades 

administradoras deberá ser conocida por la jurisdicción ordinaria 

laboral. 

 

Expresó que el ciudadano debe agotar los procedimientos 

administrativos y judiciales dispuestos para tal fin y no discutir la 

acción u omisión de Colpensiones vía acción de tutela, ya que esa 

solamente procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial, 

pues la Corte Constitucional en Sentencia T-043 de 2014 Magistrado 

Ponente Luis Ernesto Vargas Silva se ha referido sobre la 
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procedencia de la acción de tutela para solicitar el reconocimiento 

de derechos de naturaleza pensional, indicando que inicialmente 

resulta improcedente; no obstante se debe hacer un estudio del 

panorama fáctico y jurídico que sustenta la solicitud de amparo, así 

como las circunstancias particulares del accionante, pues considera 

que la situación de vulnerabilidad de los sujetos de especial 

protección constitucional no es suficiente para que la acción de 

tutela proceda mecánicamente, debiéndose exigir un grado mínimo 

de diligencia del actor en la búsqueda administrativa del derecho 

debe tenerse en cuenta que decidir de fondo las pretensiones del 

accionante y acceder a las mismas, invade la órbita del juez 

ordinario y su autodominio, pero además excede las competencias 

del juez constitucional, en la medida que no se probó vulneración a 

derechos fundamentales, ni la existencia de un perjuicio 

irremediable que haga viable proteger derecho alguno. 

 

Solicitó conceder el recurso de impugnación ante el Superior 

competente, con el fin de que el ad quem, valide sus argumentos y 

las pruebas allegadas con el presente escrito y consecuentemente 

revoque el fallo de primera instancia, como quiera que la tutela no 

cumple con los requisitos de procedibilidad del art. 6º del Decreto 

2591 de 1991; así como tampoco se demostró que Colpensiones 

haya vulnerado los derechos reclamados por el accionante ya que 

está actuando conforme a derecho. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Como se conoce, la acción de tutela se encuentra prevista para 
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proteger derechos constitucionales fundamentales lesionados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas y, 

en determinados casos, de particulares; siendo procedente 

únicamente cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, o cuando la misma sea instaurada como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Y si bien 

el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 destaca la improcedencia de 

la acción frente a actos generales, impersonales y abstractos, dicha 

preceptiva debe ser apreciada en concreto en cuanto a su eficacia, 

atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante. 

 

Así que, en términos generales, la acción de tutela ha sido 

concebida única y exclusivamente para dar solución eficiente a 

situaciones creadas por actos u omisiones que impliquen 

vulneración o amenaza de un derecho fundamental, para las cuales 

el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de 

ser invocado ante los jueces, para lograr la protección del derecho 

presuntamente amenazado. 

 

Además, debe insistir la Sala en que conforme lo dispone el artículo 

86 de la Constitución Política, toda persona tiene derecho a 

promover acción de tutela ante los jueces para obtener la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando 

por acción u omisión le sean vulnerados o amenazados por 

cualquier autoridad pública, siempre que no exista otro medio de 

defensa judicial o, cuando existiendo, se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar la materialización de un perjuicio irremediable. 

 

Esta Corporación, en asuntos similares, para resolver la 

controversia, ha dado aplicación a lo dispuesto por el Decreto 1072 
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De 2015 del 26 de mayo de 2015, por medio del cual se expide el 

Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo, específicamente, 

el artículo 2.2.5.1.16 que consagra en relación con el pago de 

honorarios a las Juntas de Calificación de Invalidez lo siguiente: 

 

Artículo 2.2.5.1.16. Honorarios. Las juntas regionales y nacional de 
calificación de invalidez recibirán de manera anticipada por la solicitud de 
dictamen, sin importar el número de patologías que se presenten y deban 
ser evaluadas, el equivalente a un (1) salario mínimo mensual legal 
vigente de conformidad con el salario mínimo establecido para el año en 
que se radique la solicitud, el cual deberá ser cancelado por el solicitante. 
El incumplimiento en el pago anticipado de honorarios a las juntas de 
calificación de invalidez por parte de las entidades administradoras de 
riesgos laborales y empleadores, será sancionado por las direcciones 
territoriales del Ministerio del Trabajo. El no pago por parte de las demás 
entidades será sancionado por la autoridad competente.(…) 

 

Para el presente caso, la Juez de primera instancia advirtió que se 

encontraba demostrado que el señor JOSÉ IGNACIO LÓPEZ LÓPEZ 

presenta una violación a sus derechos fundamentales por la falta de 

pago por parte de la AFP Colpensiones de los honorarios necesarios 

con el fin de dar trámite al recurso de apelación presentado a la 

decisión tomada por dicha entidad.    

 

En tal sentido, advirtió la juez constitucional de primera instancia, que 

al verificarse la vulneración de los derechos fundamentales del actor, 

por la omisión de la entidad accionada en pagar los honorarios a la 

Junta de Calificación de Invalidez y al  lograr evidenciar que la AFP 

COLPENSIONES no ha cancelado dichos honorarios para poder 

proceder a enviar el trámite a la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Antioquia para los fines pertinentes, consideró que era 

procedente el amparo constitucional y ordenó al representante legal 

de la AFP COLPENSIONES que dentro de las 48 horas siguientes a 

la notificación del fallo, proceda a cancelar los honorarios en favor de 

la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia con el fin 
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de tramitar el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ 

IGNACIO LÓPEZ LÓPEZ. 

 

La Administradora del Fondo de Pensiones COLPENSIONES, 

impugnó el fallo, porque ya dieron respuesta de fondo al accionante y 

realizaron los trámites pertinentes para realizar el pago de los 

honorarios en favor de la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

de Antioquia, donde anexaron copia de los oficios dando respuesta al 

accionante y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Antioquia emitida por la entidad, informando además del cumplimiento 

al fallo emitido por el Juzgado A quo, y solicitando que se declare 

improcedente.  

 

Lo anterior para significar que la entidad que impugnó la decisión de 

primera instancia realizó el trámite necesario para realizar el pago de 

los honorarios y además se lo comunicó a la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez de Antioquia y al accionante, pero no hay 

ninguna evidencia de que el accionante y la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez de Antioquia hayan recibido las 

comunicaciones, ya que como lo indicó la AFP Colpensiones, remitió 

los oficios mediante la empresa de mensajería sin aportar ninguna 

constancia de entrega, de ahí que no se puede declarar que existe un 

hecho superado, ni mucho menos que haya cumplido con el fallo de 

primera instancia, por lo que esta Corporación procederá a 

confirmarla, ya que las órdenes efectuadas por la falladora 

constitucional no desbordan las competencias u obligaciones que 

tiene la entidad afectada con la decisión.   

 

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia, 

Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la 
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República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia de 

naturaleza, fecha y origen indicados en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

Envíese este proceso a la Honorable Corte Constitucional para su 

eventual revisión.  

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
(EN PERMISO) 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 
 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ  

Magistrada 
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Edilberto Antonio Arenas Correa
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ASUNTO 

 
 
La Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por la Apoderada 

Especial de la NUEVA EPS contra la sentencia del 18 de diciembre de 

2023, a través de la cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de 

Rionegro, Antioquia, decidió conceder el tratamiento integral al señor 

GILBERTO DE JESÚS PÉREZ VALENCIA.  

 

LA DEMANDA 
 
 
Sostuvo la accionante que su esposo cuenta con 61 años de edad y 

cuenta con diagnóstico de CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, 

ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, INCONTINENCIA URINARIA 

NO ESPECIFICADA, OTRO DOLOR CRÓNICO. Debido a ello, se 

encuentra completamente imposibilitado para realizar cualquier 

actividad por sí solo y los dolores que presenta son demasiado fuertes, 

por lo que el médico tratante, durante 3 años le ha recetado el 

medicamento Riluzol 50 mg tableta, por una cantidad de 60, pero no 

se ha materializado por 5 meses. 
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Afirmó que, le fue ordenada cita consulta primera vez con especialista 

en neurocirugía y le indicaron que no hay agenda disponible. 

 

Señaló que ha intentado que los servicios sean brindados en el 

municipio de Rionegro, pues, por la condición de su esposo no puede 

ser llevado en transporte público lo cual les genera un alto costo que 

les resulta imposible, se refiere al examen de faringografía y 

esofagograma con cine o video /estudio de la deglución/ enviado para 

el Hospital San Vicente Fundación. 

 

Solicitó que sean protegidos los derechos fundamentales y se ordene 

a NUEVA EPS materializar la orden médica de orden de Riluzol 50 mg 

tableta, por una cantidad de 60, cita consulta primera vez con 

especialista en neurocirugía, autorizar el servicio médico de 

faringografía y esofagograma con cine o video /estudio de la 

deglución/ para el municipio de Rionegro y la concesión de tratamiento 

integral. 

 

LAS RESPUESTAS 
 
 

1.- La Nueva EPS informó que se encuentra en revisión del caso para 

determinar las presuntas demoras en el trámite de validación, en caso 

se encuentre en curso alguna solicitud anterior en la entidad.  

 

Señaló cómo funciona el modelo de atención de Nueva EPS e indicó 

que no existe vulneración alguna de su parte. Oponiéndose además a 

la concesión de tratamiento integral. 

 

Solicitó sean denegadas las pretensiones de la accionante, o, de ser 

concedidas, se ordene al ADRES reembolsar todos aquellos gastos en 
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que incurra Nueva EPS en cumplimiento del fallo de tutela y que 

sobrepasen el presupuesto máximo asignado para la cobertura de este 

tipo de servicios. 

 

EL FALLO IMPUGNADO 

 

El Juez de primera instancia concedió el tratamiento integral solicitado 

por el accionante, con los siguientes argumentos: 

 

“…En el caso sometido a estudio de esta judicatura se tiene que, el señor 
GILBERTO DE JESUS PEREZ VALENCIA, invoca la protección de sus 
derechos fundamentales a la vida, a la salud y dignidad humana, ello como 
quiera que la NUEVA EPS no le ha materializado las órdenes médicas para 
RILUZOL 50 MG TABLETA, POR UNA CANTIDAD DE 60, CITA CONSULTA 
PRIMERA VEZ CON ESPPECIALISTA EN NEUROCIRUGIA, autorizar el 
servicio médico de FARINGOGRAFIA Y ESOFAGOGRAMA CON CINE O 
VIDEO /ESTUDIO DE LA DEGLUCION/ para el municipio de Rionegro y la 
concesión de tratamiento integral, necesario para sus patologías de 
CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, 
INCONTINENCIA URINARIA NO ESPECIFICADA. 
Vinculada al contradictorio la NUEVA EPS se opuso a la concesión de 
tratamiento integral, argumentando además estar en estudio del caso 
concreto. Asimismo, solicitó que, se ordene al ADRES reembolsar todos 
aquellos gastos en que incurra en cumplimiento del presente fallo de tutela y 
que sobrepasen el presupuesto máximo asignado para la cobertura de este 
tipo de servicios. 
Así entonces, tenemos que, el señor GILBERTO DE JESUS PEREZ 
VALENCIA cuenta con 61 años de edad y se encuentra afiliada al régimen 
contributivo de la NUEVA EPS en calidad de cotizante, contando con el 
diagnóstico de CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE 
LAS NEURONAS, INCONTINENCIA URINARIA NO ESPECIFICADA, por 
ello, mediante orden médica del 24 de octubre de 2023, su médico tratante 
dispuso ordenarle el medicamento RILUZOL 50 MG TABLETA, POR UNA 
CANTIDAD DE 60, CITA CONSULTA PRIMERA VEZ CON ESPECIALISTA 
EN NEUROCIRUGIA, además de habérsele autorizado el servicio médico de 
FARINGOGRAFIA Y ESOFAGOGRAMA CON CINE O VIDEO /ESTUDIO DE 
LA DEGLUCION/ para el Hospital Pablo Tobón Uribe.  
No obstante, luego de petición de autorización radicada por la accionante, 
quien en varias ocasiones se dirigió a su EPS buscando la autorización y 
materialización de la orden requerida, ello no ha sido posible, así como 
tampoco ha accedido al reconocimiento de pasaje ni el re direccionamiento 
de la orden para FARINGOGRAFIA Y ESOFAGOGRAMA CON CINE O 
VIDEO /ESTUDIO DE LA DEGLUCION/ en el municipio de Rionegro. 
Al respecto, conviene precisar que la jurisprudencia constitucional ha 
sostenido que en virtud del principio de integralidad del servicio de salud y 
con el fin de superar todas las afecciones que ponga en peligro la vida de los 
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pacientes, su integridad y su dignidad, se deben orientar todos los esfuerzos 
para que de manera pronta, eficaz y efectiva reciba todos los cuidados 
médicos tendientes a proporcionarle el mayor bienestar posible; en esa 
medida se debe suministrar todos los elementos y tratamientos necesarios 
para optimizar las habilidades funcionales, mentales y sociales del paciente.  
Bajo este escenario, habrá de decirse que, el señor GILBERTO DE JESUS, 
es sujeto de especial protección reforzada en salud al tratarse de un adulto 
mayor ascendiendo a 61 años de edad, debiéndose atender su condición de 
debilidad manifiesta, conforme ha sido establecido por nuestro máximo 
órgano Constitucional, por ello, de ninguna manera puede privársele del 
acceso efectivo a los servicios médicos que requiere para sus patologías de 
CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, 
INCONTINENCIA URINARIA NO ESPECIFICADA pues, la omisión en la 
prestación de los servicios médicos ordenados, ha impedido que la afectada 
tenga una satisfactoria rehabilitación de su salud, concluyéndose que, 
efectivamente, por parte de la EPS aquí accionada se está presentado una 
vulneración a los derechos fundamentales invocados.  
Ahora bien, frente al reconocimiento de gastos de transporte, se recuerda 
que la Corte Constitucional ha establecido la obligación de las EPS de 
suministrar tal costo cuando ellas mismas autorizan la práctica de un 
determinado procedimiento médico en un lugar distinto al de la residencia del 
paciente, y, si bien la NUEVA EPS argumentó su negación indicando que el 
médico tratante no ha ordenado que el afectado deba asistir con 
acompañante a las citas programadas y que dicho gasto debe ser asumido 
por el afectado y sus familiares, resulta lógico que un afiliado que reside en 
un municipio distinto a donde fue autorizado el servicio médico y que cuenta 
con un cuadro clínico tan complejo, empezando por su CUADRIPLEJIA, 
requiere un transporte especial para su movilidad.  
Y es que, no puede la NUEVA EPS pretender o concluir que lo deprecado por 
el accionante es de carácter eminentemente económico, pues es de simple 
lógica que, si los servicios médicos le serán prestados en otro municipio 
distinto a donde reside, la misma EPS es quien debe garantizar que el 
usuario tenga un efectivo acceso a los mismos, ello en virtud del principio de 
la integralidad del servicio que deben garantizar las entidades promotoras de 
salud a los usuarios. Pues es claro que, pese a que el afectado reside en 
Rionegro, la Nueva EPS ha venido autorizando los servicios médicos para la 
ciudad de Medellín, estando entonces en la obligación de asegurarle al señor 
PEREZ VALENCIA la continuidad en el servicio para evitar poner en riesgo 
su salud, pues si ni el afectado ni su núcleo familiar tienen los medios propios 
para trasladarse hasta la ciudad donde le presten el servicio, podría estar en 
un riesgo inminente su vida si se llegara a interrumpir el tratamiento de su 
enfermedad. 
Finalmente, frente a la concesión del tratamiento integral, conviene precisar 
que la jurisprudencia Constitucional ha sostenido que, en virtud del principio 
de integralidad del servicio de salud y con el fin de superar todas las 
afecciones que pongan en peligro la vida de los pacientes, su integridad y su 
dignidad, se deben orientar todos los esfuerzos para que de manera pronta, 
eficaz y efectiva, el paciente reciba todos los cuidados médicos tendientes a 
proporcionarle el mayor bienestar posible; en esa medida se deben 
suministrar todos los elementos y tratamientos necesarios para optimizar sus 
habilidades funcionales, mentales y sociales. 
En el caso en concreto, se verifica de las pruebas allegadas al plenario que, 
el diagnóstico por la cual la accionante interpuso la tutela, se encuentra 
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relacionada con la enfermedad denominada CUADRIPLEJIA NO 
ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, INCONTINENCIA 
URINARIA NO ESPECIFICADA, determinada por su médico tratante. En esta  
medida, conforme a la jurisprudencia constitucional antes transcrita, es 
absolutamente claro que se debe ordenar el tratamiento integral, debido a 
que requiere un tratamiento continuo que no puede sujetarse a dilaciones 
injustificadas ni prestarse de forma incompleta, pues se está poniendo en 
riesgo la vida del afectado. 
Así entonces, demostrada la vulneración de los derechos fundamentales a la 
salud y la vida, se concederá la protección invocada. y, en consecuencia, se 
ordenará a la NUEVA EPS, a través de su representante legal, que en el 
término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 
decisión, si aún no lo ha hecho, disponga lo necesario para materializar la 
entrega del medicamento RILUZOL 50 MG TABLETA, POR UNA CANTIDAD 
DE 60, la cita de CONSULTA PRIMERA VEZ CON ESPECIALISTA EN 
NEUROCIRUGIA, además de autorizar el servicio médico de 
FARINGOGRAFIA Y ESOFAGOGRAMA CON CINE O VIDEO /ESTUDIO DE 
LA DEGLUCION/ para la ciudad de Rionegro, o, en su defecto, proceder con 
el reconocimiento de gastos de transporte para el afectado y un 
acompañante siempre y cuando los servicios de salud sean autorizados en 
un municipio distinto a su lugar de residencia. Así como la concesión de 
tratamiento integral para su diagnóstico de CUADRIPLEJIA NO 
ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, INCONTINENCIA 
URINARIA NO ESPECIFICADA…”  

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

La apoderada especial de la NUEVA EPS manifestó que la acción de 

tutela es un mecanismo judicial de carácter excepcional breve y 

sumario que permite la protección constitucional de derechos 

fundamentales, cuando quiera que esos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o 

de un particular, y cuando no se disponga para el efecto de otros 

medios de defensa judicial, ésta resulta viable siempre que se origine 

en hechos ciertos y reconocidos de cuya ocurrencia se puede inferir la 

violación o vulneración de derechos fundamentales. 

 

Indicó que, con relación a la integralidad que es ordenada en el 

presente fallo de tutela, se debe tener en cuenta la Sentencia T-531 de 

2009, MP Humberto Antonio Sierra Porto, en la que se afirma: 
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“El principio de integralidad puede definirse en general como la obligación, en 
cabeza de las autoridades que prestan el servicio de salud en Colombia, de 
suministrar los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, 
exámenes, seguimiento y demás requerimientos que un médico tratante 
considere necesarios, para atender el estado de salud de un(a) afiliado(a) ; 
con límite únicamente en el contenido de las normas legales que regulan la 
prestación del servicio de seguridad social en salud y su respectiva 
interpretación constitucional.” 

 

Afirmó que, el reconocimiento de la prestación integral del servicio de 

salud debe ir acompañado de indicaciones precisas que hagan 

determinable la orden del juez o jueza de tutela, ya que no le es 

posible dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas 

prestaciones futuras e inciertas. 

 

Precisó que el principio de integralidad no puede entenderse de 

manera abstracta, lo cual supone que las órdenes de tutela que 

reconocen atención integral en salud se encuentran sujetas a los 

conceptos que emita el personal médico, y no, por ejemplo, a lo que 

estime el paciente. En tal sentido, se trata de garantizar el derecho 

constitucional a la salud de las personas, siempre teniendo en cuenta 

las indicaciones y requerimientos del médico tratante y la falta de 

atención respecto de ese punto puede derivar en que los jueces de 

tutela incurran en dictar órdenes indeterminadas, contrarias al 

ordenamiento jurídico cuyo cumplimiento pueda resultar problemático 

a la hora de disponer las acciones necesarias para brindar la atención 

a los(as) afiliados(as) y beneficiarios(as), por parte de las entidades 

prestadoras del servicio de salud. 

 

Pidió revocar la orden del suministro de tratamiento integral, toda vez 

que no es dable al fallador de tutela emitir órdenes para proteger 

derechos que no han sido amenazados o violados, es decir órdenes 

futuras que no tengan fundamento fáctico en una conducta positiva o 

negativa de la autoridad o de particulares, ya que, determinarlo de esa  
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manera es presumir la mala actuación de esa institución por 

adelantado y no puede presumir el fallador que en el momento en que 

el usuario requiera servicios no les serán autorizados. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

La Honorable Corte Constitucional en abundante y reiterada 

jurisprudencia (ver entre otras, sentencias T-144 de 2008, T-760 de 

2008 y T-415 de 2009) ha considerado el derecho a la salud un 

derecho fundamental susceptible de ser amparado por medio de la 

acción de tutela, comprendiendo, entre otros, el derecho a acceder a 

servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad. Así es 

claro que la legislación y la jurisprudencia constitucional han 

precisado, en sus ámbitos de competencia, las obligaciones estatales 

derivadas del derecho a la salud, para garantizar un sistema de salud 

que preste efectivamente, en condiciones de universalidad, eficiencia y 

solidaridad, los servicios de salud que requieran las personas para 

alcanzar el nivel más alto de salud posible. 

 

Esta garantía constitucional de toda persona a acceder a los servicios 

de promoción, protección y recuperación de la salud, contemplada 

dentro del derecho a la salud (art. 49, CP), ha sido desarrollada por la 

jurisprudencia constitucional, haciendo énfasis en las condiciones de 

calidad, eficacia y oportunidad con que las que estos servicios deben 

ser prestados. 

 

Y para tal desarrollo, la doctrina constitucional ha establecido unas 

reglas claras:  
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Primero, se establece que el ámbito protección constitucional en el 

acceso a los servicios de salud, está determinado por aquellos que la 

persona requiere, según el médico tratante, sin que ello signifique que 

el derecho a la salud sea absoluto, ilimitado e infinito en el tipo de 

prestaciones cobijadas. 

 

Segundo, se señaló que el principal criterio para determinar cuáles son 

estos mínimos servicios de salud a los que una persona tiene derecho 

a acceder, es el concepto científico del médico tratante, aunque no de 

forma exclusiva, pues hay algunos casos en los que es prescindible o 

puede ser controvertido.  

 

Tercero, se enfatizó que la garantía constitucional de acceso a los 

servicios de salud que una persona requiera no puede ser 

obstaculizada por el hecho de que el servicio no esté incluido dentro 

de un plan obligatorio de salud; incluso en aquellos casos en los 

cuales la persona no pueda asumir los costos que le corresponda 

asumir. 

 

Cuarto, se advierte que el Sistema de Salud prevé en ocasiones pagos 

moderadores a cargo de las personas que van a acceder a un 

determinado servicio de salud; pero éstos deben ser razonables y no 

pueden constituir barreras de acceso a los servicios de salud que se 

requieran, para quienes no tienen la capacidad económica de 

sufragarlos. 

 

Y quinto, se señala que el acceso a los servicios de salud debe 

garantizarse en condiciones de oportunidad, continuidad, eficiencia y 

calidad, y de acuerdo con el principio de integralidad. 
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En cuanto al principio de integralidad, la Honorable Corte 

Constitucional precisó1: 

 

5.3. En ese sentido, la Corte ha dicho que la integralidad en la prestación del 

servicio de salud implica que el paciente reciba todo el tratamiento de 

conformidad a las consideraciones del médico sin que se tenga que acudir a 

diversas acciones de tutela para tal efecto. Para ello, el juez de tutela “deberá 

ordenar el suministro de los servicios médicos que sean necesarios para 

conservar o restablecer la salud del paciente, ello con la finalidad de que las 

personas afectadas por la falta del servicio, obtengan continuidad en la 

prestación del mismo. La Corte ha indicado que con ello se evita la 

interposición de acciones de tutela por cada servicio que le sea prescrito a un 

afiliado por una misma patología”2. Así mismo, el denominado derecho obliga 

a las EPS a no entorpecer la prestación de los servicios con procesos o 

trámites administrativos que generen limitaciones para que los pacientes 

reciban la asistencia necesaria para garantizar de forma plena el derecho a la 

salud3. 

 

5.4. Teniendo en cuenta lo anterior, el juez constitucional deberá ordenar la 

prestación del servicio de salud de manera integral, es decir, con todo 

componente que considere necesario el médico tratante para el pleno 

restablecimiento de la salud en las personas, ante la negativa de las EPS de 

suministrar servicios de salud. Ello evita la interposición de acciones de tutela 

por cada servicio prescrito para una misma enfermedad. 

 

Ahora, de acuerdo con la Ley 100 de 1993, el Sistema General de 

Seguridad Social en Salud tiene por objeto regular el servicio público 

de salud y crear condiciones de acceso en toda la población al servicio 

en todos los niveles de atención. Así, el legislador creó dos regímenes 

de salud: el contributivo y el subsidiado. 

  

Al régimen contributivo pertenecen las personas con un contrato de 

trabajo, los pensionados y jubilados, los trabajadores independientes y 

los servidores públicos con capacidad de pago. Quienes se afilian a 

este régimen deben cancelar una cotización mensual que se define de 

forma proporcional a sus ingresos y en contraprestación reciben la 

                   
1 Ver Sentencia T-289 de 2013 
2 Ver sentencia T-970 de 2008 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra), cuya posición es reiterada en la sentencia T-388 de 2012 (MP. Luis 
Ernesto Vargas Silva). 
3 Ver sentencia T-388 de 2012 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva). 
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atención médica que se deriva del Plan Obligatorio de Salud. 

 

Sobre los suministros de servicios no incluidos en el POS, en la 

sentencia T- 468 del 23 de julio de 2013, la Honorable Corte 

Constitucional señaló: 

 

“En esta perspectiva el Sistema General de Seguridad Social en Salud 

creado en la ley 100 de 1993 estableció las condiciones de acceso a un Plan 

Obligatorio de Beneficios (el POS) para todos los habitantes del territorio 

nacional (art. 162 L. 100 de 1993).4 Dicho Plan constituye un conjunto de 

prestaciones, que deben satisfacer y garantizar las entidades promotoras del 

servicio, en armonía con la definición del plan obligatorio hecha por la 

autoridad competente, que para el efecto es la Comisión de Regulación en 

Salud (CRES). Actualmente, el Acuerdo 029 de 2011 de la CRES establece 

la definición, aclaración y actualización integral del POS, para lo que es 

pertinente precisar que respecto al acceso a la prestación de los servicios, el 

Acuerdo 032 de 2012 del ente regulador mencionado, determinó que es el 

mismo para los dos regímenes existentes el contributivo y el subsidiado5.  

 

3.2 La jurisprudencia constitucional, con base en la normatividad 

internacional, ha señalado que el derecho a la salud tiene cuatro 

dimensiones disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad6, de las 

cuales se deriva que toda persona tiene derecho al acceso a los servicios 

que se requieran incluidos o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud.7 

Respecto a los servicios establecidos en el POS, la Corte ha señalado que 

toda persona tiene derecho a que se le garantice el acceso efectivo a los 

servicios médicos contemplados dentro de los planes obligatorios de salud. 

De manera que, ‘no brindar los medicamentos previstos en cualquiera de los 

planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías 

amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a 

la salud.’8  

 

Por su parte, ha señalado que se desconoce el derecho a la salud de una 

persona que requiere un servicio médico no incluido en el plan obligatorio de 

salud, cuando se cumplen las siguientes condiciones: “(i) que la falta del 

medicamento o el procedimiento excluido, amenace los derechos 

fundamentales de la vida o la integridad personal del interesado; (ii) que se 

trate de un medicamento o tratamiento que no pueda ser sustituido por uno 

de los contemplados en el Plan Obligatorio de Salud o que, pudiendo 

sustituirse, no obtenga el mismo nivel de efectividad que el excluido del plan, 

                   
4 Sentencia T-730 de 2006 M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
5 Sentencia T-020 de 2013 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
6 Al respecto consultar la sentencia T-760 de 2008 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y la 

Observación General No 14 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 

E/C.12/2000/4, CESCR. 
7 T-760 de 2008 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
8 Corte Constitucional, sentencia T-736 de 2004 (MP Clara Inés Vargas Hernández).  
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siempre y cuando ese nivel de efectividad sea el necesario para proteger la 

vida en relación del paciente; (iii) que el servicio médico haya sido ordenado 

por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación de 

servicios a quien está solicitándolo; y. iv) que el paciente realmente no pueda 

sufragar el costo del medicamento o tratamiento requerido, y que no pueda 

acceder a él por ningún otro modo o sistema, esto último es lo que alude a la 

noción de necesidad, por no tener el paciente los recursos económicos para 

sufragar el valor que la entidad garante de la prestación está autorizada a 

cobrar.”9 

(…) 

3.5 De manera que toda persona tiene derecho a que se le preste y garantice 

su derecho fundamental a la salud, para lo cual las entidades prestadoras y 

los entes territoriales deben cumplir con sus obligaciones en el marco del 

servicio a la salud. Cuando los servicios no están previstos en el plan de 

beneficios, existen los mecanismos de recobro pertinentes previstos en el 

ordenamiento jurídico por lo que no se puede oponer el cobro de los mismos 

a la efectiva prestación del servicio de salud. Así mismo, los afiliados tienen 

derecho a que se les garantice el servicio cuando implica el desplazamiento 

a un lugar distinto al de residencia, y que incluso, tienen derecho a que se 

costee el traslado de un acompañante si su presencia y soporte se requiere 

para poder acceder al servicio de salud”. 

 

En algunas ocasiones, los servicios que requieren los pacientes para 

la recuperación de la salud o para llevar una vida digna a pesar de los 

padecimientos, incluye elementos que en estricto sentido no se 

catalogan como medicamentos, pero que igualmente la Honorable 

Corte Constitucional ha señalado que las entidades prestadoras de 

salud en determinados casos deben suministrarlos. 

 

Para el caso concreto, se tiene que el Juez de primera instancia le 

ordenó a la NUEVA EPS brindar el TRATAMIENTO INTEGRAL que 

requiera el señor GILBERTO DE JESÚS PÉREZ VALENCIA, para la 

patología “CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE 

LAS NEURONAS, INCONTINENCIA URINARIA NO ESPECIFICADA”.  

 

Conforme con la impugnación, se discute la concesión del tratamiento 

                   
9 Sentencia T-355 de 2012 M.P. Luis Ernesto Varga Silva. Igualmente Cfr. T-834 de 2009 M.P. 

María Victoria Calle Correa, T-1204 de 2000 M.P. Alejandro Martínez Caballero y T-1022 de 

2005 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. En la sentencia T–760 de 2008 M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa se determinó que una entidad de salud viola el derecho si se niega a autorizar un 

servicio que no esté incluido en el plan obligatorio de salud, cuando el servicio se 

requiera (es decir que reúna los requisitos i, ii y iii) con necesidad (condición iv). 
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integral para la patología que actualmente presenta el señor 

GILBERTO DE JESÚS PÉREZ VALENCIA, para lo cual la EPS refiere 

que dicha obligación no es procedente toda vez que se trata de un 

hecho futuro e incierto.  

 

Observa la Sala que el Juez de instancia hizo un análisis indicando 

que la EPS era la entidad obligada a prestar los servicios requeridos 

por el señor GILBERTO DE JESÚS PÉREZ VALENCIA y dispuso la 

prestación del tratamiento integral que debe ser suministrado por la 

NUEVA EPS, con el fin de proteger cualquier situación de desventaja o 

que ponga en riesgo innecesario al afectado, buscando con ello una 

integralidad en el tratamiento que requiere. 

 

Es de anotar que, frente al tratamiento integral, no es verdad que la 

orden sea para hechos futuros e inciertos, pues está claro que el 

afectado padece actualmente “CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, 

ENFERMEDAD DE LAS NEURONAS, INCONTINENCIA URINARIA 

NO ESPECIFICADA”, que es una paciente que requiere de atención 

prioritaria y no puede estar supeditada a tener que interponer una 

acción de tutela cada vez que un servicio médico le sea negado, es 

claro que el tratamiento integral se refiere a lo que devenga de la 

patología “CUADRIPLEJIA NO ESPECIFICADA, ENFERMEDAD DE 

LAS NEURONAS, INCONTINENCIA URINARIA NO ESPECIFICADA” 

y no sobre otras patologías. 

 
De lo expuesto, puede verse fácilmente que el A quo acertó en su 

decisión con relación a la prestación de los servicios y el tratamiento 

integral, que dispone que en aras de garantizar el derecho 

fundamental a la salud y de evitar una interrupción en la prestación del 

servicio, el paciente debe recibir todo el tratamiento de conformidad a 

las consideraciones del médico tratante, ordenándole a la EPS asumir 
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la prestación del servicio que requiere, sin importar si trata de 

atenciones PBS o NO PBS. 

 

Y en cuanto al recobro, basta decir que ese no es un tema de 

derechos fundamentales y no es la acción de tutela el camino para 

determinarlo.  

 
Bajo las anteriores precisiones, la Sala encuentra que el fallo de 

primera instancia se encuentra a tono con los mandatos legales y 

constitucionales por lo que está llamado a su confirmación. 

 

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia en 

Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia de 

naturaleza, fecha y origen indicados en la parte motiva de esta 

providencia.  

 
Envíese este proceso a la Honorable Corte Constitucional para su 

eventual revisión.  

 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
(EN PERMISO) 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 
 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ  
Magistrada 
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ASUNTO 
 

 

Mediante petición escrita, el señor WILLIANTON AUGUSTO CANO 

RÚA solicitó a esta Sala de Decisión iniciar incidente de desacato en 

contra de la FISCALÍA 125 SECCIONA DE JERICÓ, ANTIOQUIA, por 

estimar que dicha entidad incumplió la orden dada en el fallo de tutela 

de primera instancia proferida el 05 de octubre de 2023; la cual 

consistió en:  

 

“…SEGUNDO: CONCEDER por ser procedente la tutela del derecho 
fundamental de debido proceso con respecto a la Fiscalía 125 Seccional de 
Jericó con respecto a la denuncia presentada en contra del señor Carlos 
Andrés Serna, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta 
providencia.  

TERCERO: ORDENAR a la FISCALÍA 125 SECCIONAL DE JERICÓ 
ANTIOQUIA, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
notificación del fallo, si aún no lo han hecho, proceda dentro del ámbito de su 
competencia a notificar la solicitud de información documental que requiere 
para que repose dentro de la investigación que se adelanta en contra del 
señor Carlos Andrés Serna, donde se da trámite a la denuncia presentada 
por el apoderado del señor WILLINTON AUGUSTO CANO RÚA…”. 

 

ASUNTO 
PROCESO 

:  RESUELVE INCIDENTE DE DESACATO 
:  05000-22-04-000-2023-00557 (2023-1760-1) 

ACCIONANTE 
ACCIONADO 

:  WILLINTON AUGUSTO CANO RÚA 
:  FISCALÍA 125 SECCIONAL DE JERICÓ 

DECISIÓN : SE ABSTIENE DE INICIAR INCIDENTE  
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CONSIDERACIONES 

 

 

Según ha sido señalado por la jurisprudencia Constitucional, aun 

cuando el artículo 86 Superior le otorgue a la acción de tutela un 

carácter subsidiario y residual frente a los medios ordinarios de 

defensa, la misma se constituye en el principal y más efectivo 

mecanismo de protección de los derechos constitucionales 

fundamentales y de los directamente conexos con éstos, no solo por 

el hecho de haber sido concebida con el propósito específico de 

garantizar la vigencia efectiva de tales derechos, sino además, por las 

condiciones especiales que el ordenamiento jurídico le ha reconocido 

para asegurar su eficaz ejercicio y desarrollo. 

 

La consagración de la acción de tutela, como medio judicial especial 

para la defensa de los derechos y libertades fundamentales de los 

nacionales y extranjeros en Colombia, ha venido a constituir una de 

las innovaciones y de los logros más importantes atribuidos a la 

reforma constitucional de 1991. Las condiciones en que ha sido 

concebida buscan garantizar que, en forma ágil y oportuna, el 

funcionamiento del Estado se dé dentro de las pautas trazadas por la 

voluntad constituyente, evitando que las autoridades públicas utilicen 

el poder para servir a intereses que no sean los propios de la 

comunidad y de cada uno de sus miembros, desconociendo las 

garantías ciudadanas reconocidas por la Constitución.  

 

Ahora, como también es sabido, el objeto de la acción de tutela se 

concentra en brindar una protección inmediata de los derechos 

fundamentales, cuando éstos han sido violados o amenazados por 

cualquier autoridad pública o por los particulares en los casos que 
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determine la ley. Desde esa óptica, comporta el medio judicial 

expedito para salvaguardar tales garantías del uso arbitrario del poder, 

sin que resulte relevante la autoridad de la cual procede la afectación, 

ya que el amparo constitucional es predicable de todos los servidores 

del Estado sin excepción, e incluso, según se anotó, de ciertos 

particulares.  

 

De acuerdo con el objetivo que persigue el recurso de amparo 

constitucional, es claro que las órdenes contenidas en las decisiones 

de tutela, dirigidas a la protección de los derechos fundamentales, 

tienen que acatarse y cumplirse sin excepción. La autoridad o el 

particular que haya sido declarado responsable de la amenaza o 

violación, debe cumplir la orden encaminada a la protección de los 

derechos fundamentales en los términos que lo indique la sentencia y 

en el plazo allí señalado. El incumplimiento de la decisión conlleva 

una violación sistemática de la Carta: Por una parte, en cuanto frustra 

la consecución material de los fines esenciales del Estado, y por la 

otra, en cuanto dicha omisión contraría, además de las normas 

constitucionales que regulan la acción de tutela y el derecho infringido, 

aquellas que reconocen en el valor de la justicia y en los derechos al 

debido proceso y al acceso efectivo a la administración de justicia. 

 

Por ello, en Colombia, para el efectivo cumplimiento de los fallos de 

tutela, el Decreto 2591 de 1991 ha establecido un procedimiento 

específico y concordante con el espíritu de las normas 

constitucionales que regulan la materia, pues, en palabras de la Corte 

Constitucional, “no tendría sentido que en la Constitución se 

consagraran derechos fundamentales si, aparejadamente, no se 

diseñaran mecanismos por medio de los cuales dichos derechos 
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fuesen cabal y efectivamente protegidos.”1 

 

El artículo 52 del mencionado Decreto se ocupa del incidente de 

desacato, ordenando que quien incumple la orden judicial de tutela 

será sancionado “con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 

salarios mínimos mensuales…”; sanción que debe imponer el mismo 

juez de amparo mediante trámite incidental, y que será consultada al 

superior jerárquico quien le compete decidir dentro de los tres días 

siguientes si cabe revocar o no la sanción. En consecuencia, 

tratándose del cumplimiento de la sentencia de tutela, el juez 

analizará en cada caso concreto si se acató la orden dada en el fallo o 

no, de manera que, si la misma no ha sido obedecida o no lo ha sido 

en forma integral y completa, se mantiene la competencia hasta lograr 

su cabal y total observancia. 

 

En el presente caso, puede observarse que la entidad accionada 

cumplió con lo ordenado en el fallo emitido en primera instancia; esto 

es, solicitó al apoderado judicial del señor Willinton Cano Rúa que 

aportará la información documental con respecto al proceso que se 

adelanta, lo cual fue comunicado el 09 de octubre de 2023 mediante 

el correo electrónico jhumber22@hotmail.com. Situación que fue 

confirmada por el mismo apoderado judicial ya que el 13 de octubre 

de 2023 aportó a la Fiscalía la información solicitada, adicionalmente, 

la Fiscalía ordenó a la Policía Nacional revisar la documentación a fin 

de tomar una decisión de fondo, por lo que al día de hoy el proceso se 

encuentra con orden de trabajo para lo cual fue concedido un periodo 

de 45 días, como consta en los anexos aportados por la Fiscalía 

accionada.  

 

                   
1 Auto del 6 de agosto de 2003, Sala Primera de Revisión, ya citado. 
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Así las cosas, la Sala encuentra cumplido el fallo de tutela de primera 

instancia, al haberse solicitado la información documental que poseía 

el señor Willinton Augusto Cano Rúa por intermedio de su apoderado 

judicial desde el 09 de octubre de 2023 y que al día de hoy se 

encuentra dicha información con orden a Policía judicial para su 

verificación y para lo cual otorgó un tiempo de 45 días. En 

consecuencia, no hay lugar a la apertura de un incidente por 

desacato, máxime, cuando es claro que la entidad accionada ya 

cumplió con lo correspondiente a solicitar la información documental 

que requería para que reposara dentro de la investigación que se 

adelanta en contra del señor Carlos Andrés Serna, donde se da 

trámite a la denuncia presentada por el apoderado del señor 

WILLINTON AUGUSTO CANO RÚA.  

 

Resulta oportuno recordar que la jurisprudencia ha precisado que el 

incidente de desacato no tiene como única o principal finalidad la 

imposición de una sanción, pues lo que sustancialmente interesa es 

que la orden de proteger derechos fundamentales del demandante se 

cumpla, sin perjuicio, obviamente, de que en ocasiones el 

incumplimiento del fallo comporte sancionar al funcionario renuente. 

 

En efecto, en punto del cumplimiento de las órdenes impartidas en los 

fallos de tutela se diferencian dos situaciones así: La primera, el 

incumplimiento, que puede ser producto de diversos factores de índole 

logística, administrativa, presupuestal, fuerza mayor, otros; la segunda, 

el desacato, que evidencia una actitud consciente del funcionario a 

quien le fue dada la orden encaminada a proteger los derechos 

fundamentales del actor, en el sentido de sustraerse arbitraria y 

caprichosamente a proceder de conformidad con lo dispuesto, “como 

si se tratase de asumir una posición de rebeldía frente a la decisión de 
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la autoridad judicial”2. 

 

Igualmente, se ha puntualizado que “en materia de desacato la 

responsabilidad personal de los servidores públicos es subjetiva y 

obedece al principio de culpabilidad, no bastando para sancionar la 

constatación objetiva de un aparente incumplimiento de la orden 

impartida en la sentencia de tutela, sin estudiar a fondo los factores 

que impiden el cabal cumplimiento de la sentencia”3. 

 

Tal como viene de apreciarse, sin duda alguna se ha dado 

cumplimiento a la orden emitida en el fallo de tutela de primera 

instancia emitido por este Despacho el pasado 05 de octubre de 2023.  

 

Por lo tanto, la Corporación se abstendrá de iniciar incidente para 

sancionar al funcionario accionado, toda vez que se ha dado cabal 

cumplimiento solicitar la información documental que requería para 

que reposara dentro de la investigación que se adelanta en contra del 

señor Carlos Andrés Serna, donde se da trámite a la denuncia 

presentada por el apoderado del señor WILLINTON AUGUSTO CANO 

RÚA; esto es, que le solicitó al accionante o a su apoderado la 

documentación que tenían en su poder para que obrara dentro del 

proceso desde el 09 de octubre de 2023 y como quedó demostrado 

pues es claro que el apoderado judicial del señor Cano Rúa remitió la 

información que tenía en su poder para ser anexada al proceso desde 

13 de octubre de 2023.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia, en Sala de 
                   
2 CSJ, Sala Penal. Providencia del 12 de noviembre de 2003, Radicado 15116. 
3 CSJ, Sala Penal. Sentencia de tutela del 18 de diciembre de 2003. 
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Decisión Penal, 

 

 

RESUELVE: 

 

 

ABSTENERSE de iniciar incidente para sancionar a la FISCALÍA 125 

SECCIONAL DE JERICÓ, ANTIOQUIA, de acuerdo con lo expuesto 

en la parte considerativa de esta providencia.  

 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
 

(EN PERMISO) 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 
 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ  
Magistrada 

 

 

 

 

Firmado Por:

 

 

Edilberto Antonio Arenas Correa

Magistrado
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Magistrada
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ASUNTO : ACCIÓN DE TUTELA 
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ACCIONADO :JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

BRICEÑO ANTIOQUIA Y OTROS 
PROVIDENCIA : FALLO PRIMERA INSTANCIA 

 
 
 
 

ASUNTO 
 

La Sala resuelve la acción de tutela presentada por el señor DAIMER 

ANDRÉS JARAMILLO LANDETA en contra del JUZGADO 

PROMISCUO MUNICIPAL DE BRICEÑO, ANTIOQUIA, y el JUZGADO 

PENAL DEL CIRCUITO DE YARUMAL, ANTIOQUIA, por estimar 

afectados sus derechos fundamentales.  

 

Se vinculó de manera oficiosa al JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE APARTADÓ 

ANTIOQUIA, JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE ANTIOQUIA y al CENTRO DE 

SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DE LOS JUZGADOS DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

MEDELLÍN Y ANTIOQUIA. 
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LA DEMANDA 

 

Expresó el accionante que se encuentra privado de la libertad en el 

Centro Penitenciario de Mediana Seguridad de Apartadó, Antioquia, 

donde descuenta la condena de 8 años de prisión impuesta por el 

Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Antioquia por el 

delito de tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos. 

 

Refirió que necesita que le reconozcan el tiempo que estuvo bajo la 

sustitución de la medida de aseguramiento y para que ese tiempo sea 

reconocido sin ninguna duda, necesita que los Juzgados accionados 

remitan toda la documentación que se encuentran en ellos con 

respecto a las actuaciones adelantada dentro de su proceso al 

Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Apartadó, Antioquia, que es Juzgado que le vigila su proceso 

resocializador y así se encuentren sus documentos a la orden del día y 

así evitar inconvenientes al solicitar un beneficio administrativo o 

judicial. 

 

Solicitó aclaración del tiempo que estuvo bajo el beneficio de la 

sustitución de la medida de aseguramiento, ya que con dicha 

información se puede concluir que el tiempo que descontó fueron 3 

años 9 meses y 10 días con el fin de pasar todo ese tiempo como 

pena descontada a su condena y así tener todos sus documentos al 

orden de día. 

 

Pidió que se tome su documentación para el estudio, analice   y 

revisión y así los Juzgados accionados aporten dicha información al 

Juzgado Vigilador, para que a su vez realice el reconocimiento del 

tiempo solicitado, reiterando que son 3 años 9 meses y 10 días. 
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LAS RESPUESTAS 

 

1.- El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, manifestó que, a la fecha, no ha 

recibido en el Despacho proceso de Daimer Andrés Jaramillo 

Landaeta; empero, revisando la página web de la Rama Judicial, 

consulta de procesos, observó que el Juzgado que le vigila la pena al 

sentenciado es el Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Antioquia. 

 

Solicitó se desvincule a ese Despacho de la acción constitucional, 

pues como indicó el proceso no ha sido remitido a esa Judicatura. 

 

Posteriormente, allegó otra respuesta indicando que el 13 de febrero 

de 2024, recibió expediente digitalizado de Daimer Andrés Jaramillo 

Landeta, remitido por parte del Centro de Servicios Judiciales de los 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín 

y Antioquia, el cual era vigilado por el Juzgado 2° de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia en el radicado interno 

2023A2-1943 sin solicitudes pendientes por resolver. 

 

Expresó que Daimer Andrés Jaramillo Landeta fue condenado el 14 de  

septiembre 2023, por el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado 

de Antioquia, a la pena de 96 meses de prisión, al ser encontrado 

penalmente responsable del delito de Tráfico de sustancias para el 

procesamiento de Narcóticos (artículo 382 del C.P.); donde le fueron 

negados los subrogados penales. Actualmente descuenta la pena 

impuesta en la CPMS de Apartadó – Antioquia. 

 

Señaló que, revisado el expediente, observa que en las audiencias 
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preliminares concentradas realizadas por el Juzgado Municipal con 

Funciones de Control de Garantías de Briceño – Antioquia el 08 de 

febrero de 2020, impuso al imputado, medida de aseguramiento de 

detención preventiva en su residencia; no obstante, indican en la 

sentencia condenatoria que, posteriormente le fue sustituida la medida 

por una medida no privativa de la libertad, sin indicar la fecha. 

 

Mencionó que, no es posible establecer el tiempo de detención 

anterior, hasta tanto, el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de 

Antioquia allegue a esa Judicatura las piezas procesales que indiquen 

la fecha en la cual se le cambió la medida de aseguramiento a 

Jaramillo Landeta y la respectiva boleta de libertad, información 

solicitada con oficio 220 del 15 de febrero de 2024.  

 

Afirmó que, una vez allegada la documentación, le informará a Daimer 

Andrés Jaramillo Landeta el estado actual de su proceso.  

 

Solicitó desvincule a ese Despacho de la acción constitucional, pues 

como se indicó no es posible establecer la situación jurídica actual del 

sentenciado, itera la importancia de que remitan con el expediente 

todos los documentos que sirvan para precisar el estado real del 

proceso. 

 

2.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Antioquia manifestó que tuvo a su cargo hasta el 13 de 

febrero de 2024, la vigilancia de la ejecución de la pena de 96 meses 

de prisión que le fue impuesta a Daimer Andrés Jaramillo Landeta por 

el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Antioquia 

como autor del delito de tráfico de sustancias para el procesamiento 

de narcóticos en fallo emitido el 14 de septiembre de 2023 en la que le 
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negó la condena de ejecución condicional y la prisión domiciliaria 

prevista en el artículo 38 B del C. Penal, motivo por el que expidió en 

su contra una orden de captura que se hizo efectiva el 11 de diciembre 

de 2023. El proceso se identifica con el CUI 05001 60 00000 2020 

00180 y el N.I. 2023 A2-1943. 

 

Indicó que el sentenciado fue capturado por cuenta de esas diligencias 

el 11 de diciembre de 2023 en el corregimiento Santa Rita, del 

municipio de Ituango Antioquia, y fue dejado a disposición del Juzgado 

el 12 de diciembre de 2023, por lo que mediante el auto N° 3671 de la 

misma fecha, se legalizó su captura y se emitió la orden de 

encarcelamiento dirigida al EPMSC de Santa Rosa de Osos (Ant), que 

era el centro carcelario más cercano al lugar de la captura. 

 

Afirmó que el pasado 11 de enero de 2024, se les comunicó por parte 

de la Dirección Noroeste del INPEC que debido a un yerro registrado 

en el auto que legalizó la captura y en la boleta de encarcelamiento 

que se emitió, ya que en ambos documentos el segundo apellido del 

sentenciado se anotó de manera equivocada (es Landeta y se registró 

como Landaeta), ese no había sido recibido en el EPMSC de Apartadó 

Antioquia, por lo que profirió el auto N° 264 del 11 de enero de 2024, a 

través del cual corrigió el yerro en el apellido del sentenciado y se 

redireccionó la boleta de encarcelamiento al EPMSC de Apartadó, 

Antioquia, al tiempo que se le ordenó al centro de servicios de esos 

Despachos que cuando se tuviera constancia de la reclusión del 

sentenciado en ese establecimiento del INPEC, remitiera el expediente 

al juzgado de ejecución de penas y medidas de seguridad de esa 

localidad por competencia, pero al parecer el envío ordenado, no se ha 

producido todavía. 
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Señaló que solo tuvo conocimiento el 13 de febrero de 2024 que sí 

había sido recluido en el EPMSC de Apartadó, y por ello emitió en la 

fecha el auto de sustanciación N° 206 por medio del cual ordenó al 

Centro de Servicios que remitiera de inmediato el expediente al 

Juzgado de EJPMS de Apartadó para que asuma el conocimiento del 

asunto. 

 

Expresó que entre la fecha del auto en el que se redireccionó la boleta 

de encarcelamiento al EPMSC de Apartadó a petición de la Dirección 

Noroeste del INPEC, o sea desde el 11 de enero al 13 de febrero de 

2024, no ha recibido en el juzgado ninguna solicitud de Daimer Andrés 

Jaramillo Landeta por lo que reiteró la orden de envío del expediente al 

Juzgado ejecutor de Apartadó, es su titular el competente para 

pronunciarse sobre los hechos que suscitan la demanda de Tutela y, 

de concederse el amparo solicitado, deberá ser dicho Despacho el que 

adopte las medidas que eventualmente disponga el Tribunal para 

remediar el supuesto quebranto a los derechos fundamentales del 

actor. 

 

3.- El Juzgado Penal del Circuito de Yarumal indicó que, una vez 

revisados los libros de ese Juzgado, encontró que el 20 de febrero del 

2020 recibió un asunto relacionado con el accionante, para resolver, 

en segunda instancia, decisiones tomadas por la Juez de Control de 

Garantías de Briceño, Antioquia. 

 

Afirmó que, dentro del término legal, el recurso fue resuelto el 27 de 

febrero de 2020, en la cual, contrario a lo manifestado por el actor, se 

revocó la decisión de imponer medida de aseguramiento de detención 

preventiva en establecimiento carcelario que le había sido impuesta en 

primera instancia, y se ordenó su libertad inmediata, el ciudadano 
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quedó cobijado, en ese momento, con medidas de aseguramiento no 

privativas de la libertad. 

 

Señaló que, en esa judicatura, contrario a vulnerar el derecho a la 

libertad del ciudadano, le garantizó de tal forma que fue dejado en 

libertad tras resolver el recurso contra la decisión que le privó de la 

misma. 

 

Solicitó desvincular a esa Judicatura de la acción constitucional, por no 

existir vulneración de derechos fundamentales que afecten la libertad 

del accionante. 

 

4.- El Juzgado Promiscuo Municipal de Briceño manifestó que por 

parte del condenado Deimer Andrés Jaramillo Landeta, como del 

centro penitenciario donde se encuentra recluido no obra petición 

alguna pendiente de resolver o que tenga que ver con documentación 

requerida con el trámite que en sede garantías se surtió en ese 

despacho ni mucho menos peticiones relacionadas con fechas que 

sirvan para el computo de redención de su condena e igual situación, 

apreció al momento de revisar los correos electrónicos del despacho. 

 

Indicó las actuaciones desplegadas por ese Juzgado en sede de 

control de garantías: 

 

- El 07 de febrero de 2020 recibió solicitud por parte de la Fiscalía Seccional 
116 de Yarumal para llevar a cabo las audiencias preliminares dentro del CUI 
05001 60 99029 2017 00095 00 y radicado interno 2020 00001 00 por el 
delito de tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos. 
audiencias que llevó a cabo el mismo día, para lo cual verifico el acta de 
derechos del capturado y plena individualización entre otros ítems del 6 de 
febrero de 2020, legalizó el procedimiento de captura en flagrancia, avaló la 
imputación art. 382 del CP., e impuso medida de aseguramiento privativa de 
la libertad en la modalidad de domiciliaria previa suscripción de acta de 
compromiso de conformidad con el articulo 307 literal B numerales 3,4, y 7 
del CPP.  
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- El 07 de febrero de 2020 emitió oficio remisión al director del 
establecimiento carcelario de Yarumal y acta de compromiso, como quiera 
que la decisión de medida de aseguramiento intramural dispuesta en disfavor 
de los otros dos procesados fue recurrida, el expediente lo remitió al Juzgado 
Penal del Circuito de Yarumal, quien al momento de resolver el recurso de 
alzada realizo una modificación a la medida privativa de la libertad en su 
domicilio del señor Daimer Andrés Jaramillo Landeta. 

 

Recordó que uno de los extremos fácticos de la garantía de petición se 

instituye en la presentación de la solicitud para que emerja la 

obligación responsiva y al brillar por su ausencia solicitud alguna 

elevada por el actor ante ese Juzgado, en el sentido anunciado, es 

comprensible entender que se carece de obligación alguna de 

contestar.  

 

Precisó que independientemente de la determinación que se adopte, 

el Despacho estará atento al cumplimiento de las órdenes que al 

respecto se emitan. 

 

LAS PRUEBAS 

 

1.- El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, allegó el link de la carpeta 

digitalizada. 

 

2.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Antioquia adjuntó copia de los datos del proceso, copia 

auto de sustanciación No. 0264 del 11 de enero de 2024 corrige yerro 

en auto interlocutorio y copia auto sustanciación No. 206 del 13 de 

febrero de 2024 donde ordenan la remisión del expediente. 

 

3.- El Juzgado Penal del Circuito de Yarumal anexo copia decisión 

segunda instancia de fecha 27 de febrero de 2020. 
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4.- El Juzgado Promiscuo Municipal de Briceño, adjuntó copia auto 

sustanciación No. 005 del 7 de febrero de 2020 donde se programa la 

realización de las audiencias preliminares, copia acta derechos del 

capturado, copia constancia de buen trato, copia de la cédula de 

ciudadanía del accionante, copia verificación del respeto de los 

derechos del capturado, copia arraigo, copia acta de consentimiento, 

copia tarjeta decadactilar, copia reseña fotográfica, copia consulta 

registraduría nacional del Estado Civil, copia acta de audiencia 

preliminar del 07/02/2020, copia oficios N° 055 056 y 57 del 

08/02/2020 dirigido al director de la Cárcel de Yarumal informando la 

orden de detención de los imputados y copia diligencia de compromiso 

y obligaciones suscrito por el accionante el 08 de febrero de 2020, 

copia oficio No. 059 del 07/02/2020 dirigido al Juzgado Penal del 

Circuito de Yarumal remitiendo el expediente en segunda instancia, 

copia del trámite realizado en sede de segunda instancia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución Política señala que toda persona tiene 

derecho a promover acción de tutela ante los jueces para obtener la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales 

cuando por acción u omisión, le sean vulnerados o amenazados por 

cualquier autoridad, siempre que no exista otro medio de defensa 

judicial o, cuando existiendo, se utilice como mecanismo transitorio 

para evitar la materialización de un perjuicio irremediable.  

 

Así que, en términos generales, la acción de tutela ha sido concebida 

única y exclusivamente para dar solución eficiente a situaciones 

creadas por actos u omisiones que impliquen vulneración o amenaza 
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de un derecho fundamental, para las cuales el sistema jurídico no 

tenga previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los 

jueces, para lograr la protección del derecho presuntamente 

amenazado. 

 

En orden a resolver la presente acción, la Sala reitera una vez más que 

la tutela, por su carácter residual y subsidiario, salvo que se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, no es 

procedente cuando se cuente con otro mecanismo de defensa judicial. 

 

En efecto, ha dicho nuestro máximo organismo Constitucional: 

 
“... la acción de tutela no ha sido concebida como un instrumento para 
sustituir los demás medios de defensa judicial, sino como un mecanismo que 
complementa los otros recursos y acciones, en la medida en que cubre 
aquellos espacios que éstos no abarcan o lo hacen deficientemente. Aceptar 
lo contrario sería admitir que el juez constitucional tomara el lugar de las 
otras jurisdicciones, resultado que iría en contra del fin de la jurisdicción 
constitucional, cual es el de velar por la guarda e integridad de la 
Constitución, tarea que comprende también la de asegurar las competencias 
de las otras jurisdicciones. Es por eso que esta Corte estableció, en su 
sentencia T-119 de 1997, que dentro de las labores que le impone la 
Constitución ‘está la de señalarle a la acción de tutela límites precisos, de 
manera que se pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos 
fundamentales con la obligación de respetar el marco de acción de las 
jurisdicciones establecidas.”1 

 

Ahora, es claro que la presente demanda no se está cuestionando la 

vulneración al derecho fundamental de petición, eventualmente una 

solicitud realizada por el accionante sería de aquellas que se hacen 

por ser parte dentro de un proceso y en razón del mismo, lo cual 

implica analizaría la vulneración del debido proceso en su 

manifestación específica del derecho de postulación, tal como lo ha 

destacado la H. Corte Suprema de Justicia cuando al respecto 

expresó:  

                   

1 Sentencia T-625 de 2000.  
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Es preciso señalar, que de cara a las actuaciones regladas, no es la 
protección del derecho de petición la que debe invocarse, sino, como lo ha 
sostenido en reiteradas oportunidades esta Corte, el derecho fundamental al 
debido proceso, en su manifestación concreta del derecho de postulación, 
como bien lo destacó el tribunal. 
 
Ha definido la jurisprudencia constitucional, que el derecho de petición no 
puede demandarse para solicitar a un funcionario judicial que haga o deje de 
hacer algo dentro de su función, pues él está regulado por los principios, 
términos y normas del proceso. En otras palabras, su gestión está gobernada 
por el debido proceso, en concreto se trata del derecho de “postulación”2. 

 

En el caso concreto, el accionante considera que el Juzgado 

Promiscuo Municipal de Briceño Antioquia y el Juzgado Penal del 

Circuito de Yarumal Antioquia, vulneraron sus derechos al no enviar la 

documentación completa para que le reconozcan el tiempo que estuvo 

bajo la sustitución de la medida de aseguramiento al Juzgado Primero 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, 

Antioquia. 

 

Se pudo establecer de las respuestas emitidas por el Juzgado Primero 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, 

Antioquia, que el expediente solo llego el 13 de febrero de 2024 a su 

Despacho y como el mismo no estaba completo realizó en la misma 

fecha solicitud al Juzgado Fallador para que remitiera de manera 

urgente lo referente a la captura y posterior libertad del señor Jaramillo 

Landeta, con el fin de determinar el tiempo en que estuvo detenido el 

accionante por cuenta del proceso que se vigila y así poder brindarle 

una respuesta al accionante, adicionalmente de la respuesta del 

Juzgado Promiscuo Municipal de Briceño, Antioquia, y el Juzgado 

Penal del Circuito de Yarumal, Antioquia, se evidencia que el 

accionante en ningún momento ha realizado petición alguna referente 

                   

2 Sala de Casación Penal en sede de tutela, Sentencia T-57796 del 17 de enero de 2012. M.P. Augusto J. 
Ibáñez Guzmán.   
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al envío de la documentación necesaria para que se le tenga en 

cuenta el tiempo que estuvo en la sustitución de la medida de 

aseguramiento. 

 

De lo anterior, se desprende en consecuencia que el accionante no 

allegó constancia de haber realizado la petición a las entidades 

accionadas con el fin de obtener el envío de los documentos 

necesarios para que se le reconozca el tiempo que estuvo en la 

sustitución de la medida de aseguramiento ante el Juzgado Primero de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, 

simplemente pretende que por este mecanismo se dé la orden de dar 

una respuesta ante un petición inexistente; sin tener en cuenta el 

trámite establecido para tal fin. 

 

Dicha situación se constata con las respuestas de las entidades 

accionadas, que informan no haber recibido solicitud de envío de 

documentación al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Apartadó, Antioquia.  

 

Se advierte por tanto como el actor no acreditó que hubiese elevado 

alguna petición solicitando a las entidades accionadas enviar la 

documentación necesaria para que se le reconozca el tiempo que 

estuvo con la sustitución de la medida de aseguramiento al Juzgado 

Ejecutor, ni que las entidades hayan vulnerado el debido proceso, de 

ahí que no podría darse válidamente una orden de responder por parte 

de las accionadas, cuando ni siquiera existe constancia de que se 

hubiese elevado petición y se le permitiera a la entidad pronunciarse, 

pues omite el actor el ejercicio de su derecho de petición, dentro del 

escenario propio para tal fin y acude en su lugar a la tutela como 

medio supletivo de defensa, cuando en su lugar debió agotar los 
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medios que tiene a su alcance.  

 

Resulta diáfano para la Sala que, en relación con la situación 

planteada por el accionante, existen trámites previos a agotar que en 

este caso no se han surtido y hay obligaciones mínimas que deben 

agotarse para que pueda accederse a lo solicitado.  

 

De lo anteriormente expuesto, se puede concluir que la acción de 

tutela no puede invocarse a fin de sustituir las peticiones que debe 

elevar quien pretenda pronunciamiento sobre un asunto en particular, 

ni mucho menos pretender que con la acción de tutela se suplan los 

requisitos exigidos, toda vez que, frente al mismo, existen medios 

ordinarios para solicitarlo. Esto de acuerdo con el principio de 

subsidiariedad en el que se erige la acción de tutela.  

 

Por lo anterior, se advierte que las partes accionadas y vinculadas, no 

han vulnerado derecho fundamental alguno al accionante. 

 

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia, 

Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR la pretensión de tutela formulada por el señor 

DAIMER ANDRÉS JARAMILLO LANDETA en contra de las entidades 

accionadas y vinculadas.  

 

SEGUNDO: Esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (3) 

días siguientes a su notificación.  
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TERCERO: En caso de que no se presente ninguna impugnación, 

envíese el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su 

eventual revisión. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
 

(EN PERMISO) 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 
 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ  
Magistrada  

 
 
 

Firmado Por:

 

 

Edilberto Antonio Arenas Correa

Magistrado

Sala 001 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Maria Stella Jara Gutierrez

Magistrada

Sala  Penal

Tribunal Superior De Antioquia
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PROCESO : 05000-22-04-000-2024-00087 (2024-0264-1)  
ASUNTO 
ACCIONANTE 

: ACCIÓN DE TUTELA 
: AMANCIO HINESTROZA CUESTA 

ACCIONADO : JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE 
PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
APARTADÓ, ANTIOQUIA 

PROVIDENCIA : FALLO PRIMERA INSTANCIA 

 

 

ASUNTO 

 

La Sala resuelve la acción de tutela presentada por el señor AMANCIO 

HINESTROZA CUESTA en contra del JUZGADO PRIMERO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

APARTADÓ, ANTIOQUIA, por considerar vulnerado el derecho 

fundamental de petición.  

 

Al trámite se vinculó oficiosamente al ESTABLECIMIENTO 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE APARTADÓ, ANTIOQUIA. 

 

LA DEMANDA 

 

Manifestó el accionante que se encuentra recluido en el CPMSC 

Apartadó descontando la condena impuesta por el Juzgado Promiscuo 

del Circuito de Riosucio, Chocó, por el delito de homicidio simple a una 

pena de 130 meses y se encuentra detenido del 25 de septiembre de 

2018. 
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Informó que quien le vigila la pena es el Juzgado primero de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó y a quien le solicitó el 

beneficio de la prisión domiciliaria, aportando toda la documentación el 

pasado 18 de enero de 2024 sin recibir ninguna respuesta por parte 

del Juzgado. 

 

Afirmó que cumple con todos los requisitos tanto objetivos como 

subjetivos para lograr ser beneficiario de la prisión domiciliaria. 

 

Solicitó se le ordene al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, que estudie su 

documentación para que de brinde una respuesta a su solicitud de 

prisión domiciliaria. 

 

LAS RESPUESTAS 

 

1.- El Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Apartadó, 

Antioquia, manifestó que el señor Amancio Hinestroza Cuesta se 

encuentra a cargo de ellos y por parte de la oficina jurídica el 19 de 

enero de 2024 enviaron solicitud de prisión domiciliaria al Juzgado 

Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Antioquia, quien es el competente para resolver dicha solicitud. 

 

Solicitó desvincular la entidad de la presente acción constitucional, ya 

que no son los actores directos de la presunta violación de derecho 

de petición. 

 

2.- El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, expresó que el señor Amancio 

Hinestroza Cuesta fue condenado el 18 de octubre de 2018, por el 



RADICADO 05000-22-04-000-2024-00087 (2024-0264-1) 
ACCIONANTE AMANCIO HINESTROZA CUESTA 

 
 
 
 
 
 
 

 

3 

Juzgado Promiscuo del Circuito de Riosucio - Chocó, a la pena 

principal de 130 meses, tras ser hallado penalmente responsable del 

delito de homicidio simple. 

 

Indicó que el expediente fue remitido por competencia territorial, 

mediante auto proferido el 13 de abril de 2023, de tal suerte que el 7 

de junio de 2023 avocó conocimiento de la actuación. 

 

Afirmó que, el 18 de enero de 2024 el Centro Penitenciario y 

Carcelario de Media Seguridad de Apartadó radicó una solicitud de 

prisión domiciliaria en favor del penado; por ello, y con ocasión de la 

acción de tutela, el 20 de febrero de 2024 profirió Auto 328 que redime 

pena, Auto 329 que Redime pena, Auto 330 que Aclara situación 

jurídica y Auto 353 que niega prisión domiciliaria Art. 38 G C.P, las 

providencias se encuentran en trámite de notificación. 

 

Solicitó declarar la improcedencia de la acción de tutela por tratarse de 

un hecho superado. 

 

LAS PRUEBAS 

 

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de Apartadó Antioquia compartió el link del expediente digital del 

proceso 

 

CONSIDERACIONES 

 

Como bien se conoce, la acción de tutela posee un carácter 

eminentemente subsidiario y excepcional de procedencia, y más aún, 

cuando la solicitud de amparo se dirige contra providencias judiciales.  
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En tal virtud, la acción de tutela sólo es procedente frente a situaciones 

contra las cuales no exista otro medio de defensa tendiente a proteger 

los derechos constitucionales fundamentales vulnerados o 

amenazados, o cuando existiendo, no tenga la eficacia del amparo 

constitucional, lo que abre paso a su utilización como mecanismo 

transitorio para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable.  

 

En efecto, ha dicho nuestro máximo organismo Constitucional: 

 
“... la acción de tutela no ha sido concebida como un instrumento 
para sustituir los demás medios de defensa judicial, sino como un 
mecanismo que complementa los otros recursos y acciones, en la 
medida en que cubre aquellos espacios que éstos no abarcan o lo 

hacen deficientemente. Aceptar lo contrario sería admitir que el juez 
constitucional tomara el lugar de las otras jurisdicciones, resultado 
que iría en contra del fin de la jurisdicción constitucional, cual es el 

de velar por la guarda e integridad de la Constitución, tarea que 
comprende también la de asegurar las competencias de las otras 
jurisdicciones. Es por eso que esta Corte estableció, en su sentencia 
T-119 de 1997, que dentro de las labores que le impone la 

Constitución ‘está la de señalarle a la acción de tutela límites 
precisos, de manera que se pueda armonizar el interés por la 
defensa de los derechos fundamentales con la obligación de respetar 
el marco de acción de las jurisdicciones establecidas.”1 
 

Ahora, es claro que la presente demanda no se está cuestionando la 

vulneración al derecho fundamental de petición, eventualmente una 

solicitud realizada por el accionante sería de aquellas que se hacen 

por ser parte dentro de un proceso y debido al mismo, lo cual implica 

analizaría la vulneración del debido proceso en su manifestación 

específica del derecho de postulación, tal como lo ha destacado la H. 

Corte Suprema de Justicia cuando al respecto expresó:  

 
Es preciso señalar, que de cara a las actuaciones regladas, no es la 
protección del derecho de petición la que debe invocarse, sino, como 
lo ha sostenido en reiteradas oportunidades esta Corte, el derecho 

                   

1 Sentencia T-625 de 2000.  
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fundamental al debido proceso, en su manifestación concreta del 
derecho de postulación, como bien lo destacó el tribunal. 
 

Ha definido la jurisprudencia constitucional, que el derecho de 
petición no puede demandarse para solicitar a un funcionario 
judicial que haga o deje de hacer algo dentro de su función, pues él 
está regulado por los principios, términos y normas del proceso. En 

otras palabras, su gestión está gobernada por el debido proceso, en 
concreto se trata del derecho de “postulación”2. 

 

En el presente caso, el accionante considera que se le viene 

vulnerando su derecho fundamental por cuanto el JUZGADO 

PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE APARTADÓ, ANTIOQUIA, no ha resuelto la petición de prisión 

domiciliaria, presentada desde el 18 de enero de 2024.  

 

Por su parte, el JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE APARTADÓ, ANTIOQUIA, indicó que 

el 13 de abril de 2023 recibió el expediente; y el 07 de junio de 2023 

avoco conocimiento del mismo; sin embargo, afirmando haber recibido 

la petición del procesado y que el 20 de febrero de 2024, mediante 

autos N° 328, 329, 330 y 353 donde redimió pena, aclaró situación 

jurídica y negó la prisión domiciliaria, situación que fue confirmada por 

el mismo Juzgado, quienes enviaron constancia de entrega del envío 

realizado a los correos electrónicos 

juridica.epcapartado@inpec.gov.co; el 20 de febrero de 2024.  

 

Como bien puede observarse, la decisión sobre la petición que estaba 

pendiente sobre la prisión domiciliaria que reclama el accionante, fue 

resuelta mediante el auto interlocutorio N° 353 del 20 de febrero de 

2024 y notificado en la misma fecha; por lo que hoy en día el juzgado 

                   

2 Sala de Casación Penal en sede de tutela, Sentencia T-57796 del 17 de enero de 2012. M.P. Augusto J. 
Ibáñez Guzmán.   
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accionado ha resuelto sobre lo peticionado.  

 

Es claro y la propia jurisprudencia Constitucional ha establecido que 

cuando el hecho que ha dado lugar al ejercicio de la petición de 

amparo ha desaparecido, el juez de tutela queda imposibilitado para 

emitir orden alguna para la protección de derechos fundamentales, 

pues ha dejado de existir objeto jurídico sobre el cual proveer. Es 

decir, la decisión que hubiera podido proferir el juez constitucional, en 

relación con la protección solicitada, resultaría inoficiosa por carencia 

actual de objeto.  

 

En este orden de ideas, en sentencia T-352 de 2006, la Corte 

Constitucional recordó que si durante el trámite de la acción de tutela, 

la vulneración o amenaza a los derechos fundamentales desaparece, 

el amparo constitucional pierde toda razón de ser como mecanismo 

apropiado y expedito de protección judicial, pues la decisión que 

pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas 

luces inocua, y por tanto, contraria al objetivo constitucionalmente 

previsto para dicha acción.  

 

Así las cosas, al observar la Sala que la entidad accionada ya emitió la 

respuesta a la solicitud requerida por el actor, no le queda más 

remedio que declarar que se está ante un hecho superado, y en tal 

sentido, negar la pretensión de éste por carencia de objeto actual.  

 

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia, 

Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la pretensión de tutela elevada por el señor 

AMANCIO HINESTROZA CUESTA en contra del JUZGADO 

PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE APARTADÓ ANTIOQUIA, pues se está ante un hecho superado, 

acorde con lo explicado en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (3) 

días siguientes a su notificación. En caso de no presentarse ninguna 

impugnación, envíese el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
(EN PERMISO) 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 
 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ  
Magistrada 

Firmado Por:

 

 

Edilberto Antonio Arenas Correa

Magistrado

Sala 001 Penal



Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Maria Stella Jara Gutierrez

Magistrada

Sala  Penal

Tribunal Superior De Antioquia
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